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JUZGADO CENTRAL DE INSTRUCCIÓN Nº 5 
AUDIENCIA NACIONAL 
MADRID 
 
 
 
DILIGENCIAS PREVIAS 275/2008  
PIEZA SEPARADA “INFORME UDEF-BLA Nº 22.510/13”  
 
 
Diligencia.- Dada cuenta; el anterior escrito con entrada en 
este Juzgado el 02.03.2015 y registro nº 4625/15, y  el informe 
del Ministerio Fiscal con nº de registro de salida 1224/15, y 
entrada el 9.03.2015, únanse. Doy fe. 
 
 

AUTO 
 
 En Madrid, a diez de marzo de dos mil quince. 
 

ANTECEDENTES DE HECHO 
 
 
PRIMERO.- En la presente Pieza Separada el pasado día 25 de 
febrero de 2014 se dictó providencia en la que se acordaba , 
visto el estado de las presentes actuaciones, atend ida la 
declaración de los peritos de la unidad de auxilio judicial de 
la AEAT-ONIF, verificada el pasado 11.02.2015, así como el 
contenido de los diferentes informes emitidos por l a referida 
unidad de auxilio, y asimismo, atendidos los antece dentes 
procesales obrantes en las actuaciones y diligencia s 
practicadas -al objeto de determinar la eventual 
responsabilidad que pudiera alcanzar al Partido Pop ular por el 
Impuesto Sobre Sociedades de 2008, en relación a lo s hechos 
objeto de investigación en la causa (a tal efecto, autos de 
este Juzgado de 24.01.2014, 13.02.2014 y providenci a de 
15.04.2014), visto además el criterio previamente e sgrimido 
por este instructor en auto de fecha 04.04.2013, as í como por 
la Sección Cuarta de la Sala de lo Penal de la Audi encia 
Nacional en su auto 143/13 de 7 de junio y dictámen es emitidos 
por el Ministerio Fiscal en el mismo sentido- requerir de la 
unidad de auxilio judicial de la AEAT a fin de que se 
procediera a  la determinación de la tributación qu e 
eventualmente habría de corresponder al Partido Pop ular por el 
Impuesto Sobre Sociedades en el ejercicio de 2008, en relación 
a las aportaciones económicas que en concepto de do naciones 
aparecen anotadas en los registros contables opacos  objeto de 
análisis (recogidos en los denominados “papeles de Bárcenas”), 
para el caso de que no se consideren rentas exentas  de 
tributación y tomándose únicamente en consideración  para la 
determinación de la eventual base de tributación, l os gastos 
en que hubiera incurrido la formación política en e l ejercicio 
de referencia que atiendan a los criterios y requis itos 
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establecidos en la legislación tributaria. Todo ell o sin 
perjuicio de lo informado al respecto en los inform es 
precedentes de la unidad de auxilio judicial de la AEAT de 
25.09.2013 y 17.10.2014, al objeto de permitir el c ompleto 
esclarecimiento de los hechos objeto de investigaci ón y su 
ulterior valoración por este instructor y las parte s 
personadas.  

SEGUNDO.- En fecha 3 de marzo de 2015  se recibió escrito del 
Departamento de Inspección Financiera y Tributaria de la 
Oficina Nacional de Investigación del Fraude , de la Agencia 
Tributaria, efectuando alegaciones y concluyendo qu e “ por lo 
expuesto, en contestación al requerimiento se manif iesta que 
esta Agencia Tributaria no está en disposición de c umplimentar 
el informe en los términos solicitados, habiendo em itido ya su 
dictamen sobre la cuestión debatida en los informes  de fecha 
25 de septiembre de 2013 y 17 de octubre de 2014, y  
ratificados en comparecencia de fecha 11 de febrero  de 2015 ”. 

 Habiéndose conferido traslado al Ministerio Fiscal , ha 
evacuado informe con entrada en el Juzgado el 9.03.15, que, 
tras efectuar las alegaciones que tuvo por oportuna s, concluye 
en los siguientes términos:  

 “ La oposición a la ejecución del encargo obedece, si n 
duda, a un error en el entendimiento de la figura d el auxilio 
judicial que deducimos  de las alegaciones que esgr ime la AEAT 
para mostrar su oposición. El criterio que con su n egativa 
trata de imponer la AEAT conduciría a desnaturaliza r la labor 
de auxilio al prevalecer, en cuanto única opción, e l 
manifestado por la Agencia Tributaria en los inform es ya 
elaborados, de tal forma que supliría, por determin arla, la 
función instructora que compete al Juez, en su vert iente de 
interpretación de las normas tributarias y demás qu e rigen el 
ordenamiento jurídico penal. Para eludir esta conse cuencia no 
es necesario en principio, como dice en su escrito la AEAT, 
“solicitar la opinión técnico-jurídica de otra pers ona o 
entidad distinta”, puesto que el órgano llamado a c ubrir esa 
necesidad de auxilio, por disposición legal, es el requerido; 
y, además,  cumpliendo con la labor de auxilio en e l sentido 
apuntado no se resiente la función instructora del Juez ”.  

 Y finaliza el dictamen del Ministerio Fiscal señal ando 
que “ Por todo lo anteriormente expuesto, teniendo en cue nta la 
competencia del Juez para solicitar el auxilio judi cial, y la 
improcedencia de las razones alegadas por la AEAT p ara negarse 
a cumplimentarlo, interesamos se proceda a requerir  de nuevo a 
la AEAT para que lleve a efecto y realice el auxili o 
solicitado ”. 

TERCERO.- Se ha presentado el anterior escrito por la 
representación procesal de la acusación ejercida po r ANGEL 
LUNA y OTROS, solicitando que, como complemento a l o acordado 
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por providencia de fecha 25.02.2015, se oficie a lo s 
funcionarios de la AEAT en funciones de auxilio jud icial, con 
NUMA 38.824 y 21.536, a fin de que determinen las 
contingencias fiscales en el impuesto sobre el IVA del Partido 
Popular por los pagos fiscalmente opacos efectuados  por el 
Partido Popular a UNIFICA en la reforma de la sede nacional 
sita en la calle Génova, 13 de Madrid. 

RAZONAMIENTOS JURÍDICOS 
 
PRIMERO.- Con carácter previo a abordar la cuestión 
controvertida y la eficacia que deba reconocerse a la negativa 
por parte de la AEAT a atender el requerimiento jud icial de 
fecha 25.02.15 en los términos que fueron formulado s por este 
Juzgado, debe recordarse, como igualmente hace el M inisterio 
Fiscal en su dictamen, el marco legal dentro del cual se 
desarrolla la función de auxilio judicial que compe te a la 
AEAT. 
 
 El art. 17.1 LOPJ establece la obligación de “ Todas las 
personas y entidades públicas y privadas” de prestar la 
colaboración requerida por los Jueces y Tribunales en el curso 
del proceso y en la ejecución de lo resuelto, sin m ás 
excepciones que las que establezcan la Constitución  y las 
leyes.  

 
A su vez, el art. 473 de la LOPJ prevé la posibilid ad de 

que funcionarios de otras Administraciones presten servicios 
en la Administración de Justicia, con carácter ocas ional o 
permanente, cuando sean necesarios para auxiliarla en el 
desarrollo de actividades concretas que requieran 
conocimientos técnicos o especializados. 

 
Esta asistencia, en causas seguidas por delitos con tra la 

Hacienda Pública, y otros de naturaleza conexa, se encuentra 
especialmente desarrollada por la Agencia Tributari a, a través 
de las Oficinas de auxilio y de otros departamentos  integrados 
por funcionarios públicos, fundamentalmente Inspect ores de la 
AEAT, expertos en materia económico-tributaria.  

 
Esta colaboración y auxilio por parte de la AEAT es tá 

sujeta al principio de legalidad y ha sido plasmada  en normas 
de distinto alcance. La Ley 31/1990 de 27 de diciem bre de 
Presupuestos Generales del Estado para 1.991 creó l a Agencia 
Estatal de la Administración Tributaria, a través d el artículo 
103. Este artículo fue modificado por la Ley 14/200 0 de 29 de 
diciembre de Medidas Fiscales, Administrativas y de  Orden 
Social cuya Disposición Adicional trigésimo cuarta introdujo 
el siguiente párrafo sexto: “ Especialmente corresponde a la 
Agencia Estatal de la Administración Tributaria el auxilio a 
los Juzgados y Tribunales de Justicia y al Minister io Fiscal 
en la investigación, enjuiciamiento y represión de delitos 
públicos dentro de las competencias que el ordenami ento 
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jurídico le atribuye. A este fin, en el marco de lo s convenios 
de colaboración, la A.E.A.T. establecerá medios hum anos y 
materiales para el ejercicio de dicha función de au xilio ” .  

  
La Ley 58/2003 de 17 de diciembre General Tributari a, 

estableció en su artículo 141, dentro de las funcio nes de la 
Inspección Tributaria, el asesoramiento e informe a  órganos de 
la Administración Pública, así como las demás que s e 
establezcan en otras disposiciones o se le encomien den por las 
autoridades competentes. 

 
Previamente a esta normativa y por Resolución de 24  de 

marzo de 1.992 de la entonces recién creada Agencia  Estatal de 
la Administración Tributaria, se estableció la estr uctura, 
organización y atribución de funciones de la Inspec ción de 
Tributos en el ámbito de la competencia del Departa mento de 
Inspección Financiera y Tributaria (BOE nº 177 de 3 0 de 
marzo). En el apartado 5-4.3, dentro del Área de In spección, 
se incluyeron  determinados Equipos o Unidades con unas 
funciones especializadas entre las que se incluyero n las de 
Auxilio Judicial. Así, el “ 4.3.3. Corresponde en este ámbito 
el desarrollo de las funciones de colaboración con Juzgados, 
Tribunales y el Ministerio Fiscal, ya sea a través de informes 
o dictámenes periciales, ya sea a través de otras á reas entre 
las que estarían incluidas las de auxilio jurisdicc ional, 
reguladas en los arts. 15-2 y 66-4 del Reglamento G eneral de 
la Inspección de Tributos ” .  

 
Con motivo de tales convenios de colaboración, se c rearon 

en las Delegaciones Territoriales de Hacienda, Ofic inas de 
auxilio a Juzgados y Tribunales, constituidas por I nspectores 
y Subinspectores de Hacienda cuya función se dirige  tanto a la 
práctica de informes y dictámenes periciales destin ados a 
órganos judiciales y al Ministerio Fiscal, como a c ualquier 
tarea de auxilio judicial de carácter económico. 

 
Dentro de este marco de colaboración, por Resolució n de 

23 de junio de 1.998 de la Presidencia de la AEAT, se crearon 
las Oficinas de Comunicación con los Juzgados y Tri bunales de 
Justicia en el ámbito de las Delegaciones de la Age ncia, con 
la función de canalizar y responder las peticiones de datos, 
informes o antecedentes que obren en poder de la AE AT 
formuladas por los Juzgados y Tribunales de Justici a y por el 
Ministerio Fiscal. Estos datos se localizan entre o tras bases 
en la relevante BDC (Base de Datos Consolidada). Es ta función 
queda enmarcada dentro de las posibilidades de cesi ón de los 
datos reservados de la Agencia Tributaria a tales o rganismos 
en el marco de la investigación y persecución de de litos 
expresamente prevista en el art. 95 de la Ley Gener al 
Tributaria. 
 
SEGUNDO.- Una vez expuesto el marco legal de referencia por el 
que la Agencia Estatal de la Administración Tributa ria se 
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encuentra obligada a prestar la cooperación y auxil io que 
demanden los Tribunales de Justicia, y al objeto de  permitir 
un correcto entendimiento y comprensión de las func iones 
desempeñadas por los funcionarios designados por la  AEAT en 
funciones de auxilio judicial en la instrucción, en  virtud del 
mandato judicial contenido en auto de fecha 15.03.1 3 dictado 
en el marco de la presente Pieza Separada, así como  de 
determinar la naturaleza y alcance en el ejercicio de dichas 
funciones  de auxilio , que en modo alguno puede deslindarse del 
marco del proceso penal regulado en la Ley de Enjui ciamiento 
Criminal, debe también recordarse cómo nuestra legi slación 
procesal define la prueba pericial por referencia a  las 
funciones que dicha prueba va a prestar en el proce dimiento. 

 
Así, en el ámbito civil, el art. 335 de la Ley 1/20 00 de 

7 de enero de Enjuiciamiento Civil determina que “Cuando sean 
necesarios conocimientos científicos, artísticos, t écnicos o 
prácticos para valorar hechos o circunstancias rele vantes en 
el asunto o adquirir certeza sobre ellos, las parte s podrán 
aportar al proceso el dictamen de peritos que posea n los 
conocimientos correspondientes o solicitar, en los casos 
previstos en esta ley, que se emita dictamen por pe rito 
designado por el Tribunal”. La Ley 29/1998, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso –administ rativa, se 
remite en esta cuestión a lo establecido en la legi slación 
civil.  

 
En el ámbito penal, en lo que ahora nos ocupa, nos 

encontramos una similar previsión en el art. 456 de  la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal: “El Juez acordará el informe pericial 
cuando, para conocer o apreciar algún hecho o circu nstancia 
importante en el sumario fuesen necesarios o conven ientes 
conocimientos científicos o artísticos”.  
 

La ubicación de la prueba pericial en las normas 
procesales españolas se halla dentro de los capítul os 
dedicados a los medios probatorios o de comprobació n. En 
concreto la Ley de Enjuiciamiento Criminal en el ca pítulo VII 
de Libro II titulado “De la comprobación del delito y 
averiguación del delincuente”  introduce su regulación en la 
fase sumarial, en los arts. 456 a 485 – Del informe pericial -,  
y en los arts. 723 a 725 ya dentro del capítulo III  del Libro 
III, en la fase de juicio oral ( Del modo de practicar las 
pruebas durante el juicio oral ). 

 

Finalmente, es doctrina jurisprudencial consolidada (por 
todas, STS nº 611/2009, de 29 de mayo y STS nº 941/ 2009 de 29 
septiembre, con cita de las SSTS 1688/2000 de 6 de noviembre, 
643/1999, 20/2001 de 28 de marzo, 472/03 de 28 de m arzo, 3 de 
enero de 2003 y 2069/2002 de 5 de diciembre de 2002 ) que la 
intervención como peritos de los inspectores de fin anzas del 
Estado en causa penal seguida por delito fiscal no vulnera los 
derechos fundamentales del acusado, atendiendo, pre cisamente, 
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a que el funcionario público debe servir con objeti vidad a los 
intereses generales. Recordando la STS 586/2014, de  23 de 
julio, cómo es precisamente dicha condición de func ionarios 
públicos de los peritos judiciales informantes –per tenecientes 
a la AEAT-, cuya actuación debe estar dirigida a se rvir con 
objetividad los intereses generales, lo que determi na su 
imparcialidad. 

 
TERCERO.- En lo que respecta a la presente instrucción, 
desarrollada en la Pieza Separada “Informe UDEF-BLA  
22.510/13”, por Auto de 15 de marzo de 2013 se disp uso el 
nombramiento de funcionarios de la ONIF-AEAT en lab ores de 
auxilio judicial, señalándose en su Razonamiento Ju rídico 
TERCERO, que “ de acuerdo con lo establecido en el artículo 456 
y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, procede 
acordar que de forma urgente, por parte de la Ofici na Nacional 
de Investigación del Fraude de la Agencia Tributari a (ONIF-
AEAT) (...) sean designados dos funcionarios (...),  a fin de 
que presten auxilio judicial y colaboración en esta  causa, 
quienes previa designación, aceptación y juramento o promesa, 
procederán al análisis de toda la documentación de contenido 
económico-financiero objeto de investigación que ob ra unida a 
las actuaciones, así como otra que pueda incorporar se en lo 
sucesivo con el fin de contribuir al esclarecimient o de los 
hechos objeto de investigación ”. 

 
Los funcionarios de la AEAT designados en funciones  de 

auxilio, con NUMAS nº 38824, 40757 y 21536 han comp arecido en 
las actuaciones tras formalizar las correspondiente s Actas de 
Aceptación y Juramento del Cargo, siéndoles recibid o juramento 
o promesa aceptando el cargo para el que fueron des ignados y 
obligándose a cumplirlo bien y fielmente conforme a  su leal 
saber y entender. Desde entonces han venido emitien do los 
informes que, en análisis de la documentación perti nente, les 
han sido requeridos por el Juzgado, participando as imismo en 
las diligencias de ellos requeridas en el curso de la 
instrucción. 

 
Es por todo ello que, a tenor del marco legal y 

jurisprudencial antes expuesto, que necesariamente determina 
la actuación de los funcionarios designados por la AEAT en 
funciones de auxilio judicial a la presente instruc ción, la 
respuesta ofrecida por la responsable de la ONIF qu e suscribe 
el escrito remitido al Juzgado, ante el previo requ erimiento 
del mismo cursado en fecha 25.02.15, debe ser recha zada por 
parte de este instructor, motivando, como igualment e reclama 
el Ministerio Fiscal, un nuevo requerimiento que de berá ser 
atendido en sus estrictos términos, y ello por cuan to el 
criterio esgrimido en este concreto caso por la ONI F resulta 
infundado y contradictorio con lo resuelto por la m isma 
Agencia en supuestos similares obrantes en la prese nte causa, 
como seguidamente se argumentará: 
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1º.-  El criterio es infundado , toda vez que el escrito de 
la ONIF parte de un deficiente entendimiento del co ntenido y 
alcance de la labor auxiliadora a la instrucción qu e 
legalmente corresponde a la AEAT, además de revelar  una 
errónea comprensión de la naturaleza de la función instructora 
en sede jurisdiccional penal, toda vez que de admit irse por 
válida la respuesta de la AEAT se estaría privando al 
instructor de la dirección de la investigación en e l curso del 
procedimiento judicial que tiene legalmente conferi da, ex. 
artículos 299, 777 y concordantes de la LECrim, así  como del 
control de pertinencia sobre las diligencias que de ntro del 
procedimiento se acuerden de oficio o se propongan por el 
Ministerio Fiscal y demás partes en él personadas, por cuyos 
legítimos intereses y su tutela efectiva debe velar  el 
instructor (artículo 24 CE). 

 
 Es sólo desde ese erróneo e improcedente posiciona miento 
desde donde pueden sostenerse las afirmaciones que se contiene 
en el escrito, relativas a que el órgano judicial p enal carece 
de competencias revisoras, o a que el mismo no pued e 
“ condicionar el criterio técnico jurídico de la Admi nistración 
tributaria obligándole a emitir una opinión en la q ue aplique 
criterios técnico-jurídicos que le vienen predeterm inados en 
su valoración por el órgano consultante ”, o “constreñir al 
autor de un informe a emitir una opinión distinta d e la que ya 
ha manifestado en ocasiones anteriores, obligándole  a 
sustituir sus criterios técnico-jurídicos por otros  distintos 
que le vienen suministrados de forma predeterminada  por el 
consultante.”  

 
Simplemente, nada más lejos de tal realidad es lo 

requerido por el Juzgado en el presente caso.  
 
Por el contrario, la diligencia interesada a través  del 

requerimiento a la AEAT, como se recogía en la prov idencia de 
25.02.15 y se desprende igualmente del informe del Ministerio 
Fiscal, se revela como útil, necesaria, idónea y po sible para 
el total esclarecimiento de los hechos investigados , 
resultando de los mismos que, una vez constatada po r las 
diligencias practicadas la falta de presentación po r el 
Partido Popular de declaración por el Impuesto de S ociedades 
relativa al ejercicio de 2008, así como de pagos a cuenta 
vinculados al mismo (así consta en Certificación de  la 
Delegación Especial de Madrid de la AEAT de 31.01.1 4, así como 
en oficio de la AEAT de 26.02.14 documentando la pr esentación 
por el PP el 27.10.09 del modelo 036 solicitando la  baja de la 
obligación de presentar declaración por el Impuesto  de 
Sociedades con efectos desde el 1.01.2008, todo ell o unido a 
las actuaciones), y siendo objeto de la presente in strucción 
la indagación sobre la realidad y alcance de divers as 
donaciones presuntamente efectuadas a favor de la f ormación 
política en el referido ejercicio de 2008, que han sido ya 
tratadas en informes previos emitidos por la Unidad  de Auxilio 
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de la AEAT, debe procederse por los funcionarios in tegrantes 
de la referida Unidad (y no por ningún otro organis mo, como 
sugiere el escrito remitido, al competer legalmente  tal 
función a la propia AEAT conforme a lo previamente expuesto) a 
cumplir con la diligencia interesada del Juzgado, p rocediendo 
a determinar y cuantificar cada uno de los elemento s 
necesarios para realizar la liquidación correspondi ente en los 
términos que fueron objeto del inicial requerimient o, previa 
constatación de todas las circunstancias fácticas, partiendo 
de las contablemente documentadas, a las que habrá de añadirse 
las que derivan de las anotaciones recogidas en los  
denominados “papeles de Bárcenas”, y tomándose únic amente en 
consideración para la determinación de la eventual base de 
tributación, los gastos en que hubiera incurrido la  formación 
política en el ejercicio de referencia que atiendan  a los 
criterios y requisitos establecidos en la legislaci ón 
tributaria.  

 
Es por ello que el requerimiento cursado a la Unida d de 

Auxilio de la AEAT se encuentra enmarcado en la aut onomía de 
la función instructora que legalmente tiene encomen dada este 
órgano (recuérdese, artículo 299 LECrim: “ Constituyen el 
sumario las actuaciones encaminadas a preparar el j uicio y 
practicadas para averiguar y hacer constar la perpe tración de 
los delitos con todas las circunstancias que puedan  influir en 
su calificación, y la culpabilidad de los delincuen tes, 
asegurando sus personas y las responsabilidades pec uniarias de 
los mismos ”, y artículo 777 LECrim: El Juez practicará “ las 
diligencias necesarias encaminadas a determinar la naturaleza 
y circunstancias del hecho, las personas que en él hayan 
participado y el órgano competente para el enjuicia miento ”); 
mientras que, por otra parte, lejos de pretender co n tal 
diligencia la sustitución de criterios técnico-jurí dicos 
emitidos por los peritos en sus previos informes ap ortados a 
la causa, y convenientemente explicados en su compa recencia 
judicial del pasado día 11.02.15, la iniciativa ins tructora 
obedece a la necesidad de constatar una realidad fá ctica –a 
saber, la determinación y cuantificación del impues to para el 
caso de ser tomados en consideración los elementos puestos de 
manifiesto en la instrucción y concretados en la pr ovidencia y 
requerimiento de 25.02.15- que no ha sido objeto de  previo 
requerimiento o petición de auxilio, por lo que en modo alguno 
lo ahora requerido puede suponer, como igualmente s ostiene el 
Ministerio Fiscal, una contradicción o conflicto co n criterios 
mantenidos en informes anteriores. 

 
A mayor abundamiento, se señalaba en la resolución de 

25.02.15, como también reitera el Ministerio Fiscal  en su 
dictamen precedente, que dándose cumplimiento al re querimiento 
judicial se dispondrá por este instructor de todos los 
elementos para valorar la normativa tributaria sobr e la 
exención o no de las presuntas donaciones de las qu e habría 
resultado beneficiario el Partido Popular en el eje rcicio de 
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2008, al tiempo que se recordaban los previos pronu nciamientos 
recaídos en la instrucción y también esgrimidos por  el 
Ministerio Fiscal sobre la cuestión controvertida, así como el 
propio precedente del Auto de 7 de junio de 2013 de  la Sala de 
lo Penal de la Audiencia Nacional, Sección Cuarta, conforme al 
cual (vid. Fundamento Jurídico Segundo, apartado 4º ,) al 
analizar la exención tributaria que ofrece el artíc ulo 10 de 
la LO 8/2007 de 4 de julio respecto del Impuesto de  Sociedades 
sobre las rentas obtenidas para la financiación de las 
actividades que constituyan el objeto o finalidad e specífica 
de los partidos políticos, y en concreto en relació n a los 
rendimientos e incrementos de patrimonio procedente s de 
donaciones privadas efectuadas por personas físicas  y 
jurídicas, concluía que “ sólo quedan exentas las donaciones 
privadas que cumplan con el criterio de transparenc ia 
legalmente marcado, estando por el contrario sujeta s a 
tributación las donaciones que no se adecuen a los requisitos 
de forma y cuantía establecidos por la ley ”. 

 
 
2º.- Por otra parte el criterio mantenido por el 

Departamento de Inspección Financiera y Tributaria- ONIF 
resulta contradictorio con lo ocurrido con ocasión de previos 
requerimientos judiciales e informes evacuados por la Unidad 
de Auxilio Judicial de la AEAT designada en estas m ismas 
actuaciones, Diligencias Previas 275/08, si bien en  el marco 
de su procedimiento o pieza principal, donde por la  Oficina 
coordinadora del auxilio judicial no se ha efectuad o objeción 
alguna a la previa determinación por el Juzgado de los 
criterios a tener en cuenta para la emisión de los informes 
periciales. 

 
A tal efecto, y sin perjuicio de las circunstancias  

concurrentes en cada caso, baste la cita de los sig uientes 
precedentes: 

 
A)  La propia unidad de auxilio judicial en informe de  

18.2.2013 sobre cuantificación de deudas por IRPF d e Guillermo 
Ortega Alonso, periodos 2003 a 2007, y sobre sus so ciedades, 
con propuesta de medidas adicionales de instrucción   
(Providencia de 22.2.2013) planteó que el levantami ento o no 
del velo en las sociedades de Guillermo Ortega debe ría 
decidirlo el Instructor, y tras recabar informe del  Fiscal, 
así se acordó por este Instructor en Auto de 28.2.2 013 
motivando la emisión de los restantes informes refe ridos a ese 
acusado, siguiéndose el criterio determinado desde la 
instrucción para los cálculos y operaciones tributa rias. 

 
En concreto, el informe de 18.2.2013 establece que:  “ Como 

puede deducirse de lo expuesto en el punto 4.1. ant erior, 
SUNDRY es una mera entidad interpuesta, utilizada 
instrumentalmente por el abogado Luis de Miguel par a 
proporcionar opacidad al patrimonio de su cliente. Cabría 



    

 10 

plantearse la posibilidad de aplicar el levantamien to del velo 
de la personalidad jurídica de esta sociedad, lo qu e 
permitiría desconocerla a efectos del Impuesto sobr e 
Sociedades e imputar todas sus operaciones directam ente a 
Guillermo Ortega, lo que afectaría a la cuantificac ión de las 
cuotas defraudadas por su IRPF. No obstante, entend emos que se 
trata de una técnica o facultad judicial, por lo qu e no la 
aplicamos en este informe, salvo que se nos ordene  otra cosa 
por el juez o tribunal competente. Así, también, so mos 
coherentes con lo que esta Unidad de Auxilio ha inf ormado en 
el caso de diversas sociedades de Francisco Correa,  que se han 
tratado como una sola por haberlo ordenado así el M agistrado 
Instructor ”. 

 
 
B) En relación con la liquidación de las cuotas 

eventualmente defraudadas por Luis Bárcenas Gutiérr ez y su 
cónyuge, en informe de la unidad de auxilio judicia l de 
18.2.2014 sobre cuotas presuntamente defraudadas po r los 
Impuestos sobre la Renta de las Personas Físicas y sobre el 
Patrimonio, en los períodos de 2000 a 2011, corresp ondientes a 
Luis Bárcenas Gutiérrez y su esposa, Rosalía Iglesi as Villar, 
se atribuía la cuota defraudada a todos los miembro s de la 
unidad familiar, sin proceder al prorrateo de dicha  cuota. 

 
Sin embargo, por este instructor  se requirió a la 

referida unidad de auxilio judicial por Providencia  de 
3.3.2014 a fin de que modificaran el criterio utili zado y 
prorratearan las cuotas eventualmente defraudadas p or cada uno 
de los miembros de la unidad familiar. Cumplimentán dose lo 
acordado en informe de la AEAT de 27.3.2014 sobre prorrateo de 
cuotas de IRPF en los periodos en que Luis Bárcenas  Gutiérrez 
y Rosalía Iglesias Villar optaron por la tributació n conjunta 
en dicho impuesto en el que expresamente se reconocía que “ el 
presente informe atiende lo requerido por el Magist rado 
Instructor en Providencia  de 3 marzo de 2014, en el sentido de 
ampliar anterior informe de la AEAT sobre los imput ados 
citados en el título, que tuvo entrada en el Juzgad o Central 
el 21 de febrero anterior”.  

 
 
Es por todo lo expuesto por lo que deberá reiterars e el 

requerimiento cursado a la Unidad de Auxilio de la AEAT de 
fecha 25.02.15, practicándose en la forma que se di rá en la 
Parte Dispositiva y debiendo cumplimentarse en el t érmino 
inicialmente señalado, por disponer la propia Unida d de 
Auxilio de acceso a la documentación e información de carácter 
contable y tributario a priori necesaria para acome ter la 
diligencia ordenada por el Juzgado, que debe ser ve rificada 
sin dilación para permitir el adecuado impulso proc esal de las 
actuaciones. 
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CUARTO.- Finalmente, en relación a la diligencia de 
instrucción interesada por la representación proces al de Ángel 
Luna y otros, el artículo 311 de la Ley de Enjuicia miento 
Criminal establece: “El Juez que instruya el sumari o 
practicará las diligencias que le propusieran el Mi nisterio 
Fiscal o cualquiera de las partes personadas, si no  las 
considera inútiles o perjudiciales”. Habiéndose ya referido 
este instructor a la necesaria ponderación jurisdic cional del 
respeto y ajuste a la actividad instructora en cuan to objeto y 
finalidad, y a la proporcionalidad entre la medida que se 
propone y el resultado que se persigue, a la luz de  la 
doctrina jurisprudencial sentada, entre otras, en S entencia 
del Tribunal Supremo de 14 de septiembre de 2006 (c on cita de 
otras anteriores, así como de las Sentencias del Tr ibunal 
Europeo de Derechos Humanos de 7 de julio y 20 de n oviembre de 
1989, y 27 de septiembre y 19 de diciembre de 1990) , al objeto 
de ponderarse la pertinencia, necesidad y posibilid ad de las 
diligencias probatorias interesadas al juzgador, en  orden a 
resolver sobre su admisibilidad o inadmisibilidad, todo ello 
en los términos que ya han sido expuestos en resolu ciones 
precedentes dictadas en la presente causa.  
 

En el presente caso, atendida la diligencia interes ada y 
recogida en el antecedente de hecho Tercero, así co mo la 
declaración de los peritos de la Unidad de Auxilio de la AEAT-
ONIF, verificada en fecha 11.02.2015, aquélla debe ser puesta 
en conexión con lo acordado por este Juzgado en pro videncia de 
25 de febrero de 2015, en orden a permitir el compl eto 
esclarecimiento de los hechos objeto de investigaci ón y su 
ulterior valoración y determinación de su relevanci a jurídico 
penal por este instructor y las partes personadas, y ello por 
cuanto la diligencia ahora interesada y la razón de  su 
pertinencia aparece igualmente vinculada al conteni do de los 
previos informes emitidos por Unidad de Auxilio de la AEAT de 
fechas 29 de mayo de 2014, 17 de octubre de 2014 y  2 de 
febrero de 2015, debiendo determinarse por la Unida d de 
Auxilio Judicial las consecuencias que en el ámbito  de la 
regulación del Impuesto sobre el Valor Añadido habr ían 
producido para el Partido Popular los presuntos abo nos 
efectuados a la mercantil UNIFICA SERVICIOS INTEGRA LES S.L. al 
margen de la facturación y sin declaración ante la Hacienda 
Pública, en relación a los trabajos de reforma llev ados a cabo 
sobre la sede central del Partido Popular entre 200 5 y 2010. 

 
En virtud de lo expuesto, vistos los preceptos cita dos y 

demás de general y pertinente aplicación, 
 

PARTE DISPOSITIVA  
  
 1.- Reiterar el requerimiento dirigido a la Unidad  de 
Auxilio Judicial de la AEAT en los términos acordad os por 
proveído de 25.02.2015, a fin de que el informe rec abado sea 
presentado ante el Juzgado a la mayor brevedad, y e n todo caso 
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en el plazo de cinco días desde que se practique el  
requerimiento. 
 
 Para verificar lo anterior, requiérase a la inspect ora 
jefe de la ONIF en funciones de coordinación del au xilio 
judicial, con notificación de la presente resolució n. 
 
 

2.- Acordar la práctica de la diligencia interesada en 
escrito de fecha 02.03.2015 por la representación p rocesal de 
la acusación ejercida por ÁNGEL LUNA y OTROS, acord ándose, 
como ampliación a la acordada por providencia de fe cha 
25.02.2015, requerir a la Unidad de Auxilio Judicial de la 
AEAT a fin de que, a la mayor brevedad posible, y en tod o caso 
en el plazo de cinco días desde el presente, emita informe en 
los términos recogidos en el Razonamiento Jurídico Cuarto de 
la presente resolución. 

  
Líbrense los oportunos despachos en ejecución de lo  

acordado. 
 
Notifíquese esta resolución al Ministerio Fiscal y a las 

partes, haciéndoles saber que la misma no es firme y contra 
ella podrán interponer recurso de reforma en el pla zo de tres 
días a partir de su notificación ante este mismo Ju zgado, y en 
su caso, recurso de apelación, que podrá ser interp uesto 
conjuntamente con el de reforma o con carácter subs idiario, 
para ante la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacio nal. 
 
 Así lo acuerda, manda y firma, D. Pablo Rafael Ruz  
Gutiérrez, Magistrado-Juez del Juzgado Central de I nstrucción 
Nº 5. 
 
 
 
 
 
 
DILIGENCIA.- Seguidamente se cumple lo ordenado. Doy Fe.    
  


